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Resumen Ejecutivo

El presente informe se efectuó en cumplimiento del Plan Anual de Trabajo de la Auditoría Interna del INS del 2025 y contiene el resultado
del estudio de carácter especial sobre el seguimiento al proceso de declaración jurada de bienes de funcionarios del INS, con corte al 22
de mayo de 2025, con el propósito de verificar el cumplimiento de las disposiciones legales y regulatorias establecidas en la Ley contra la
Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, Ley 8422 y su Reglamento, así como en las Directrices para la presentación
de la declaración jurada de bienes ante la Contraloría General de la República –R-DC-019-2016 y Directrices generales sobre la
obligatoriedad de utilizar el módulo de declaraciones juradas para uso de las unidades de recursos humanos – R-DC-66-2009 , por parte
de la Dirección de Capital Humano y de los funcionarios declarantes.

Para tal fin se desarrollaron pruebas de efectividad, con base en las disposiciones regulatorias citadas y se delimitó su alcance, según el
período de cumplimiento de la Declaración jurada de bienes, establecido por la Contraloría General de la República, concretamente del
02-05-2025 al 22-05-2025; extendiéndose la revisión en aquellos aspectos que se consideró pertinente.

Producto de la revisión, se destaca la labor ejecutada por la Dirección de Capital Humano en el seguimiento al proceso de presentación
anual de la declaración jurada de bienes de los funcionarios, alcanzando un nivel de cumplimiento de un 95ௗ% (464 colaboradores de
487) para el periodo 2025; siendo que únicamente cinco (5) funcionarios presentaron la declaración anual de forma extemporánea y se
dio seguimiento a que estos concretaran finalmente el requisito y los restantes 18 que no presentaron declaración tenían justificación
acorde con la normativa.

Por otra parte, se identificaron mediante la aplicación de una muestra, 12 funcionarios que no estaban reportados al momento de la
revisión como declarantes, por parte de sus correspondientes jefaturas, debido a que la decisión de incluirlos se deja en la práctica a
criterio de estas, como conocedores del proceso que realizan en sus dependencias. (Ver detalle en Apéndice 1).

Sobre este último aspecto, se formuló la recomendación necesaria para que la Dirección de Capital Humano y las jefaturas puedan
identificar de forma adecuada los perfiles de puestos que deben ser sujetos de la obligación, que a su vez, facilite la gestión preventiva
para la identificación de conflictos de interés, del enriquecimiento ilícito y otras conductas relevantes para la lucha contra la corrupción y
para el seguimiento oportuno de esta labor.

Riesgos asociados

• Información en expedientes
o sistemas de forma
inexacta, incompleta o con
errores.

• Incumplimiento de
regulaciones aplicables a la
Institución.
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Objetivos de la revisión
Dirigido a:  

Dirección de Capital Humano 

• Gerencia General

Objetivo estratégico INS

OE.10

Alcance

Verificación de la gestión de la
Unidad de Nómina de la
Dirección de Capital Humano, en
la identificación e inclusión de los
funcionarios obligados a
presentar la declaración jurada
de bienes ante la Contraloría
General de la República (CGR),
y la verificación del cumplimiento
de los funcionarios del INS en la
presentación de dicha
declaración para el periodo
comprendido entre el 02-05-2025
al 22-05-2025, y se extendió al
30-11-2025, ya que se estimó
pertinente.

“Las actividades ejecutadas
fueron realizadas de acuerdo
con las NGASP y demás
normativa aplicable al ejercicio
de la auditoría interna”.
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Objetivo General.

Brindar seguimiento al proceso de declaración jurada de bienes de los funcionarios, mediante la verificación de las gestiones realizadas por la
Administración y la rendición del requisito de ley por parte de los funcionarios, para garantizar que se cumpla con los términos y plazos establecidos en la
normativa aplicable.

Objetivos Específicos.

• Verificar que la Dirección de Capital Humano haya registrado oportunamente en el módulo para las Unidades de Recursos Humanos y Auditorías
Internas, del Sistema de Declaración Jurada de Bienes de la Contraloría General de la República, a los funcionarios que deben cumplir con el requisito,
y los movimientos que se generaron en el período, por concepto de inicio o fin de nombramientos, incapacidades y permisos, en apego a lo establecido
en la Ley 8422, Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, Capítulo III Declaración jurada sobre la situación patrimonial.

• Verificar que todos los funcionarios obligados a la presentación de la declaración jurada de bienes lo hayan realizado en tiempo y forma, con la finalidad
de evitar incumplimientos regulatorios.

• Implementación de un enfoque de gestión preventiva para informar
oportunamente sobre el inicio del proceso y facilitar el cumplimiento de
declaración a los colaboradores obligados.

• Oportuno seguimiento y apercibimiento a los colaboradores obligados a
declarar que lo hicieron de forma extemporánea.

• Se brindó capacitación básica sobre el proceso de Declaración Jurada de
Bienes, a los colaboradores a cargo del proceso de declaraciones.

• Establecimiento de controles para reforzar y asegurar la confidencialidad de la
información en el proceso de declaraciones.

Aspectos positivos Aspectos subsanados durante la revisión

• Actualización de normativa en la carpeta compartida “Declaración
jurada de bienes, Normativa Declaración jurada de bienes” de la
Unidad de Nómina de la Dirección de Capital Humano.

• Incorporación en el procedimiento GCT-PST-0029 “Declaración
jurada de bienes” de un control preventivo, mediante el envío de
oficios periódicos a las jefaturas para identificar posibles puestos
adicionales sujetos a declarar.



A. Registro de funcionarios obligados a declarar omiso

Recomendaciones
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Como resultado de la revisión efectuada a la gestión realizada por la Dirección de Capital Humano, en relación con el proceso de presentación de la Declaración Jurada de
Bienes, se determinó a través de una muestra que, 11 funcionarios con acceso a la bóveda de valores y un (1) administrador de contrato, que están nombrados en puestos
sujetos a esta obligación, no estaban incorporados como declarantes y por esto no presentaron la declaración correspondiente para el año 2025, según lo establecido por
la Contraloría General de la República (Ver Apéndice 1).

Al respecto, debe considerarse lo dispuesto en la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública (Ley N.º 8422), específicamente en el Capítulo
III: Declaración Jurada sobre la Situación Patrimonial, y el Artículo 21, que establece los funcionarios obligados a declarar su situación patrimonial ante la Contraloría
General de la República.

[…]También, declararán su situación patrimonial los empleados de las aduanas, los empleados que tramiten licitaciones públicas, los demás funcionarios públicos que
custodien, administren, fiscalicen o recauden fondos públicos, establezcan rentas o ingresos en favor del Estado; los que aprueben y autoricen erogaciones con fondos
públicos, según la enumeración contenida en el reglamento de esta ley, que podrá incluir también a empleados de sujetos de derecho privado que administren,
custodien o sean concesionarios de fondos, bienes y servicios públicos, quienes, en lo conducente, estarán sometidos a las disposiciones de la presente ley y su
reglamento.

También, la Contraloría General de la Republica, en el criterio contenido en oficio DFOE-DEC-8970 (No. 21924) del 07-11-2025, dirigido a la Junta de Protección Social
(Ver Anexo 1), ante una consulta sobre los perfiles de puestos que podrían ser sujetos de la obligación de presentar la declaración jurada de bienes, concluye lo siguiente:

1) La declaración jurada es una herramienta preventiva para la identificación de conflictos de interés, del enriquecimiento ilícito, y otras conductas relevantes para la
lucha contra la corrupción.

2) De conformidad con el marco jurídico vigente, es función de la Unidad de Recursos Humanos de cada institución, realizar los estudios y valoraciones específicas para 
identificar si el cargo que ocupa un funcionario está afecto o no a la obligación de presentar declaración jurada de bienes. 

3) La Unidad de Recursos Humanos debe determinar si un funcionario está sujeto a la obligación de declarar. Para ello, debe analizar no solo el cargo, sino también el 
nivel de responsabilidad y las funciones específicas que ejerce. Dicho análisis debe realizarse con base en los perfiles y potestades descritos en el artículo 21 de la 
LCCEIFP y el artículo 56 de su Reglamento, para los procesos de aduanas, compras públicas o manejo de fondos públicos.



A. Registro de funcionarios obligados a declarar omiso (continuación)

Para la Dirección de Capital Humano:

A. Con el propósito de fortalecer el
cumplimiento del artículo 21 de la Ley N.º
8422, Ley contra la Corrupción y el
Enriquecimiento Ilícito en la Función
Pública, a partir del periodo 2026 y una
vez finalizado el proceso de declaración
jurada de bienes de este año, elaborar y
mantener actualizado un catálogo
institucional de puestos y funciones
sujetos a la obligación de presentar la
Declaración Jurada de Bienes, que
considere las actividades propias del
negocio y los criterios establecidos por la
normativa vigente. Lo anterior, a efecto de
que las jefaturas y los responsables del
proceso cuenten con una referencia clara
y precisa para identificar a los
colaboradores que deben cumplir con este
deber legal, y que a su vez facilite la
gestión preventiva y el seguimiento
oportuno de esta obligación,
contribuyendo a la transparencia y la
rendición de cuentas en la Institución.

Prioridad: Media

Recomendación
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Además, deben observarse las siguientes Normas de Control Interno para el Sector Público, que  señalan: 

4.1 Actividades de control: Sobre el establecimiento de actividades de control pertinentes, que contribuyan a asegurar
razonablemente la operación y el fortalecimiento del Sistema de Control Interno y el logro de los objetivos
institucionales.

4.5 Garantía y eficacia de las operaciones: Sobre el establecimiento de actividades de control que orienten la
ejecución eficiente y eficaz de la gestión institucional.

4.6 Cumplimiento del ordenamiento jurídico y técnico: Sobre el establecimiento de actividades de control que
permitan obtener una seguridad razonable de que la actuación de la Institución es conforme con las disposiciones
jurídicas y técnicas vigentes.

La situación descrita es debido a que la Dirección de Capital Humano lleva un control en SharePoint que contempla
principalmente a las jefaturas y subjefaturas como declarantes, siendo que los demás puestos quedan sujetos al criterio de
las jefaturas de las dependencias, quienes deben determinar su inclusión en el reporte correspondiente, y no se contaba
con un criterio actualizado para poder dilucidar de forma adecuada los perfiles de puestos que podrían ser sujetos de la
obligación de presentar la declaración jurada de bienes.

Riesgos asociados

• Información en expedientes o sistemas de forma inexacta, incompleta o con errores.

• Incumplimiento de regulaciones aplicables a la Institución.



Conclusiones
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Producto de la verificación que compete a la Auditoría Interna, respecto a la gestión del proceso de presentación de la declaración jurada de bienes por parte de los
funcionarios del INS, a cargo de la Dirección de Capital Humano, se identificó la existencia y aplicación de controles que han reforzado el proceso, pero que aún requieren
ser más efectivos.

En ese sentido, se destaca la labor ejecutada por la Dirección de Capital Humano en el seguimiento al proceso de presentación anual de la declaración jurada de bienes de
los funcionarios, alcanzando un nivel de cumplimiento de un 95ௗ% (464 colaboradores de 487) para el periodo 2025; siendo que únicamente cinco (5) funcionarios que
presentaron la declaración anual de forma extemporánea, recibieron un apercibimiento, como una medida correctiva orientada a prevenir futuros incumplimientos de su
parte, y además, se dio seguimiento a que estos concretaran finalmente el requisito y los restantes 18 que no presentaron declaración tenían justificación acorde con la
normativa.

No obstante lo anterior, se identificaron mediante una muestra 12 funcionarios que no estaban reportados como declarantes al momento de la revisión por parte de sus
correspondientes jefaturas; por cuanto, la decisión se deja en la práctica a criterio de estas últimas; toda vez que esos funcionarios tienen acceso a la bóveda de valores de
las sucursales en donde laboran y uno de ellos funge como administrador de contrato en la dependencia; siendo que estos casos ya están tipificados como declarantes en
la normativa vigente; aunado a que recientemente, el Órgano Contralor emitió un criterio en donde se aclara sobre los perfiles de puestos que podrían ser sujetos de la
obligación de presentar la declaración jurada de bienes y sobre las funciones que competen a las unidades de recursos humanos.

En virtud de lo anterior, se emite una recomendación pertinente para el fortalecimiento del Sistema de Control Interno y el mejoramiento de los procedimientos de trabajo
relacionados con el proceso en estudio.

Las actividades ejecutadas fueron realizadas de acuerdo con las NGASP y demás normativa aplicable al ejercicio de la auditoría interna.



Rodrigo Muñoz Solera

Jefatura del estudio

Equipo de trabajo

Nelson Bermudez Zúñiga
Luis Guillermo Castro Lizano

Fecha del informe: 16/01/2026

AdjuntoDescripción cortaTipo de documento

Tablas 1 y 2 con el detalle de los funcionarios no 
incluidos aún como declarantes.

Apéndice 1

Acta de reunión de presentación de resultados.Apéndice 2

Oficio DFOE-DEC-8970 (21924)-2025 con el Criterio 
Contraloría General de la República.

Anexo 1

Apéndices y/o anexos
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Comunicación de resultados:

En cumplimiento de lo establecido en la norma 205.08 de las “Normas Generales de Auditoría para el
Sector Público”, el 22-12-2025, se presentó la situación observada a la Dirección de Capital Humano,
mediante sesión a través de la herramienta Teams (ver acta adjunta), se dio a conocer el borrador de
informe a esa Dirección mediante oficio AU-00014-2026 del 07-01-2026 y se dilucidaron las
observaciones de esa dependencia acerca del informe en sesión mediante la herramienta Teams el
16/01/2026.

El presente informe se encuentra firmado digitalmente mediante agente GAUDI.
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Seguimiento al proceso de declaración jurada de bienes de funcionarios del INS con corte al 22 de mayo de 2025 


Apéndice 1 
 Seguimiento al proceso de declaración jurada de bienes de funcionarios del INS con corte al 22 de mayo de 2025  


   


1 
 


Documento de Uso Controlado del Grupo INS


Tabla 1 
Funcionarios con acceso a la bóveda de valores sin estar registrados para la declaración jurada de bienes al momento de la revisión. 


 
No. Funcionario  Puesto Dependencia Fecha Verificación 
1 Dayana Cubillo Vega Encargada Sucursal Escazú 01/09/2025 
2 Cristian Solano Zamora Profesional Seguros I Sucursal Alajuela 
3 Damaris Rojas Arguedas  Profesional Seguros I Sucursal San Carlos 
4 José Eduardo Coto Cerdas Profesional en Seguros I Sucursal Cartago 
5 Jacquelin Hidalgo Solano Profesional en Seguros I Sucursal Heredia 
6 Karen Montero Romero Profesional en Seguros I Sucursal Heredia 
7 Yancy Ugalde Almengor Profesional en Seguros I Sucursal Ciudad Neilly  
8 Kathia Loáiciga Acosta Técnico en Seguros I Sucursal Limón  
9 Andrea Soto Herrera Encargada Unidad de Cajas Bóveda Oficinas Centrales 


10 Sofia Ugarte Monge Coordinador Administrativo I Bóveda Oficinas Centrales 
11 Mauricio Sánchez Sanabria Técnico Administrativo I Bóveda Oficinas Centrales 


Fuente: Reporte del Centro de Monitoreo y Seguridad Institucional y Sistema de Declaraciones de la Contraloría General de la República. 
 
 


Tabla 2 
Funcionarios administradores de contratos sin estar registrados para la declaración jurada de bienes al momento de la revisión. 


No. Funcionario  Puesto Dependencia Contrato SICOP Procedimiento Fecha verificación 
1 Kevin Ramírez 


Ramírez 
Técnico en 
Servicios 
Generales 


Subdirección de 
Servicios Generales 
Corporativos 


2024LE-000067-
0001000001 


Licitación menor  01/092025 


Fuente: Sistema Integrado de Compra Públicas (SICOP) y Sistema de Declaraciones de la Contraloría General de la República. 
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Apéndice 1. Funcionarios sin estar incluidos como decalarantes..pdf
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ACTA DE COMUNICACIÓN DE RESULTADOS  
DEL ESTUDIO DE AUDITORÍA 


 
 
ESTUDIO: 2025-AO004 - Seguimiento al proceso de declaración jurada de bienes de funcionarios del 
INS con corte al 22 de mayo de 2025. 
 
 
FECHA y LUGAR DE REUNIÓN: 22-12-2025 Mediante Herramienta Microsoft Teams. 
 
 
HORA INICIO:  09: 00 am HORA FINALIZACIÓN: 09:46 am 
 
 
OFICIO DE CONVOCATORIA: Se coordinó mediante Microsoft Teams, conviniendo efectuarlo en esta 
fecha.  
 
 
 
FUNCIONARIOS PRESENTES EN LA REUNION: 
 
Con el propósito de dejar constancia de los acuerdos sobre las recomendaciones tratadas en la presente 
reunión, se consigna la firma (mediante el uso del Agente GAUDI) de los funcionarios participantes. 
 
 
1.  FUNCIONARIOS DE LA ADMINISTRACIÓN 
 
 
Tania Vargas Soto Jefe Dirección de Capital Humano 
 
 
Nota:  
Adicionalmente, participaron en la reunión los funcionarios Kryssia Bolaños Picado, Victor Castro 
Zamora y Silvia Vindas Azofeifa de la Unidad de Nómina. No obstante, únicamente firma la Jefatura de 
la Dirección. 
 
 
 
2. FUNCIONARIOS DE LA AUDITORIA 
 
 
Rodrigo Muñoz Solera  Jefe Auditoría Operativa 
 
Nelson Bermúdez Zúñiga  Auditor II 
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DETALLE DE RECOMENDACIONES DEL INFORME 


 


RECOMENDACIÓN 


 
 


COMENTARIO DE LA 
ADMINISTRACIÓN 


 
OPINIÓN DE LA 


AUDITORÍA 


 
 


RECOMENDACIÓN 
FINAL 


 


 
 


ACEPTACIÓN DE 
LA 


ADMINISTRACIÓN 
(Sí / No) 


A. Dirección de Capital Humano: 
 
Con el propósito de fortalecer el cumplimiento 
del artículo 21 de la Ley N.º 8422, Ley contra 
la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la 
Función Pública, elaborar y mantener 
actualizado un catálogo institucional de 
puestos y funciones sujetos a la obligación de 
presentar la Declaración Jurada de Bienes, 
que considere las actividades propias del 
negocio y los criterios establecidos por la 
normativa vigente. Lo anterior, a efecto de que 
las jefaturas y los responsables del proceso 
cuenten con una referencia clara y precisa 
para identificar a los colaboradores que deben 
cumplir con este deber legal, y que a su vez 
facilite la gestión preventiva y el seguimiento 
oportuno de esta obligación, contribuyendo a 
la transparencia y la rendición de cuentas en la 
Institución.  
 
Prioridad: Media. 
 


No hay No hay Sin cambios Sí 


 
*Este documento será parte integral del informe parcial o final de la Auditoría. 
 
OBSERVACIONES FINALES 
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		San José, Costa Rica
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​División de Fiscalización Operativa y Evaluativa​
​Área de Investigación para la Denuncia Ciudadana​


​Al contestar refiérase​


​​​​al oficio Nro.​​21924​


​07 de noviembre, 2025​
​DFOE-DEC-8970​


​Señor​
​Alejandro Centeno Roa​
​Gerente Administrativo​
​JUNTA DE PROTECCIÓN SOCIAL (JPS)​


​Estimado señor:​
​ ​


​Asunto:​ ​Emisión​ ​de​ ​criterio​ ​solicitado​ ​por​ ​la​ ​Junta​ ​de​ ​Protección​ ​Social​ ​(JPS),​
​sobre​ ​los​ ​perfiles​​de​​puestos​​que​​podrían​​ser​​sujetos​​de​​la​​obligación​​de​
​presentar la declaración jurada de bienes.​


​Nos​ ​referimos​ ​a​ ​su​ ​oficio​ ​n.º​ ​JPS-DTH-2072-2025​ ​,​ ​de​ ​fecha​ ​23​ ​de​ ​setiembre​ ​de​
​2025,​​en​​el​​cual​​se​​solicita​​criterio​​del​​Órgano​​Contralor​​respecto​ ​los​​perfiles​​de​​puestos​
​que​​podrían​​ser​​sujetos​​de​​la​​obligación​​de​​presentar​​la​​declaración​​jurada​​de​​bienes​​ante​
​la CGR.​


​I.​ ​MOTIVO DE LA GESTIÓN.​


​Se​ ​solicita​ ​criterio​​de​​la​​Contraloría​​General​​de​​la​​República​​respecto​​a​​los​​perfiles​
​de​ ​puestos​ ​que,​ ​conforme​ ​a​ ​lo​ ​dispuesto​ ​en​ ​la​ ​Ley​ ​n.º​ ​8422,​ ​podrían​ ​estar​ ​sujetos​​a​​la​
​obligación de presentar declaraciones juradas.​


​Particularmente​​interesa​​conocer​​la​​relación​​entre​​dichos​​perfiles​​y​​las​​funciones​​que​
​desempeñan​​determinados​​cargos​​dentro​​de​​la​​JPS,​​especialmente​​aquellas​​vinculadas​​al​
​manejo​​de​​fondos​​públicos​​y​​a​​los​​procesos​​de​​compras​​públicas,​​con​​el​​fin​​de​​determinar​
​su eventual inclusión en el listado de declarantes.​


​Se​​detallan​​los​​cargos​​que​​se​​encuentran​​en​​estudio,​​así​​como​​las​​funciones​​que​​a​
​criterio​ ​del​ ​consultante​ ​están​ ​relacionadas​ ​con​ ​el​ ​manejo​ ​de​ ​fondos​ ​públicos;​ ​haciendo​
​mención​ ​de​ ​que​ ​estas​ ​funciones​ ​no​ ​se​ ​especifican​ ​con​ ​claridad​ ​dentro​ ​de​ ​los​ ​perfiles​
​definidos en el Reglamento a la Ley n.º 8422.​


​Contraloría General de la República​
​T: (506) 2501-8000, C: contraloria.general@cgrcr.go.cr​


​http://www.cgr.go.cr/​ ​Apdo. 1179-1000, San José,​​Costa Rica​



http://www.cgr.go.cr/





​División de Fiscalización Operativa y Evaluativa​
​Área de Investigación para la Denuncia Ciudadana​


​DFOE-DEC-8970​ ​2​ ​07 de noviembre, 2025​


​II.​ ​CONSIDERACIONES PRELIMINARES.​


​El​ ​ejercicio​ ​de​ ​la​ ​potestad​ ​consultiva​ ​de​ ​la​ ​Contraloría​ ​General​ ​se​ ​encuentra​
​regulado,​​en​​el​​artículo​​29​​de​​la​​Ley​​Orgánica​​n.º​​7428​​del​​7​​de​​setiembre​​de​​1994,​​en​​el​
​cual​​se​​establece​​que​​el​​órgano​​contralor​​ejerce​​la​​potestad​​consultiva​​en​​el​​ámbito​​de​​sus​
​competencias,​ ​de​ ​manera​ ​que​ ​atiende​ ​las​ ​consultas​ ​que​ ​al​ ​efecto​ ​le​ ​dirijan​​los​​órganos​
​parlamentarios,​ ​los​ ​diputados​ ​de​ ​la​ ​República,​​los​​sujetos​​pasivos​​y​​los​​sujetos​​privados​
​no contemplados en el inciso b), del artículo 4, de la indicada ley.​


​En​ ​razón​ ​de​ ​lo​ ​anterior,​​se​​emitió​​el​​“Reglamento​​sobre​​la​​recepción​​y​​atención​​de​
​consultas​ ​dirigidas​ ​a​ ​la​ ​Contraloría​ ​General​ ​de​ ​la​ ​República”,​ ​R-DC-0197-2011,​ ​de​ ​las​
​ocho​ ​horas​ ​del​ ​trece​ ​de​ ​diciembre​ ​del​ ​2011,​ ​publicado​ ​en​ ​La​ ​Gaceta​ ​n.º​ ​244​ ​del​ ​20​​de​
​diciembre​ ​de​ ​2011,​ ​en​ ​el​ ​que​ ​se​ ​establecen​ ​las​ ​condiciones​ ​que​ ​rigen​ ​el​ ​trámite​ ​y​ ​la​
​atención​ ​de​ ​las​ ​consultas​ ​ingresadas​ ​como​ ​parte​ ​del​ ​ejercicio​ ​de​ ​la​ ​competencia​
​consultiva.​


​De​ ​conformidad​ ​con​ ​los​ ​artículos​ ​8​ ​y​ ​9​ ​del​ ​citado​ ​Reglamento,​ ​esta​ ​Contraloría​
​General​ ​no​ ​tiene​ ​por​ ​norma​ ​referirse​ ​a​ ​casos​ ​y​ ​situaciones​ ​concretas​ ​que​ ​deben​ ​ser​
​resueltas​​por​​la​​Administración​​Pública​​respectiva​​en​​el​​ejercicio​​de​​sus​​competencias,​​de​
​tal​ ​manera​ ​que​ ​lo​ ​que​ ​se​ ​emite​ ​corresponde​ ​a​ ​un​ ​criterio​ ​que​ ​no​ ​pretende​ ​abordar​ ​y​
​mucho menos resolver un caso específico.​


​Por​ ​lo​ ​tanto,​ ​debe​ ​quedar​​claro​​que​​no​​se​​está​​brindado​​una​​respuesta​​específica,​
​sino​​que​​el​​presente​​criterio​​emitido​​en​​ejercicio​​de​​la​​potestad​​consultiva​​tiene​​un​​carácter​
​general​ ​cuyo​ ​propósito​ ​es​ ​servir​ ​de​ ​insumo​​a​​la​​Administración,​​junto​​con​​los​​elementos​
​fácticos​ ​y​ ​jurídicos​ ​respectivos,​ ​que​ ​permitan​ ​orientar​ ​la​ ​toma​ ​de​ ​decisiones​ ​de​ ​los​
​gestores​​públicos​​directamente​​responsables​​de​​la​​buena​​marcha​​de​​los​​asuntos​​que​​les​
​competen.​


​III.​ ​CRITERIO DEL ÓRGANO CONTRALOR.​


​En​ ​primer​ ​lugar,​ ​es​ ​importante​ ​mencionar​ ​que​ ​el​ ​legislador,​ ​con​ ​el​ ​objetivo​ ​de​
​prevenir,​ ​detectar​ ​y​ ​sancionar​ ​la​ ​corrupción,​ ​dispuso​ ​en​ ​la​ ​Ley​ ​contra​ ​la​ ​corrupción​​y​​el​
​enriquecimiento​ ​ilícito​ ​en​ ​la​ ​función​ ​pública,​ ​n.º​ ​8422​​(LCCEIFP)​​la​​obligación​​de​​ciertos​
​funcionarios​ ​de​ ​presentar​ ​ante​ ​la​ ​Contraloría​ ​General​ ​de​ ​la​ ​República​ ​una​ ​declaración​
​jurada sobre su situación patrimonial.​


​En​ ​ese​ ​sentido,​ ​los​ ​artículos​ ​28​ ​de​ ​la​ ​LCCEIFP;​ ​así​ ​como​ ​62​ ​y​ ​78​ ​de​ ​su​
​Reglamento,​ ​establecen​ ​la​ ​responsabilidad​ ​de​ ​las​ ​unidades​ ​de​ ​recursos​ ​humanos​ ​en​
​cuanto​ ​a​ ​definir​ ​las​ ​personas​ ​funcionarias​ ​públicas​ ​que​ ​deben​ ​presentar​ ​la​ ​declaración​
​jurada​​sobre​​su​​situación​​patrimonial​​para​​lo​​cual​​se​​debe​​ejecutar​​una​​revisión​​constante​
​de los perfiles de puestos.​
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​Por​​lo​​que,​​para​​determinar​​si​​un​​funcionario​​se​​encuentra​​obligado​​o​​no​​a​​presentar​
​la​ ​declaración​ ​jurada​ ​de​ ​su​ ​situación​ ​patrimonial,​ ​la​ ​unidad​ ​de​ ​recursos​ ​humanos​ ​debe​
​considerar​ ​que​ ​el​ ​marco​ ​normativo​ ​costarricense​ ​para​ ​la​ ​declaración​ ​de​ ​bienes​ ​no​
​establece un único método y/o criterio para identificar a los funcionarios obligados.​


​En​ ​primer​ ​lugar,​ ​debe​ ​observar​ ​la​​lista​​taxativa​​de​​cargos​​que​​ejercen​​funcionarios​
​de​ ​alto​ ​rango​ ​de​ ​los​ ​tres​ ​poderes​ ​de​ ​la​ ​República​ ​y​ ​de​ ​otros​ ​órganos​ ​de​ ​relevancia​
​constitucional.​ ​Luego,​ ​en​ ​segundo​ ​orden,​ ​se​ ​enmarcan​ ​aquellas​ ​personas​ ​que​ ​por​ ​la​
​posición​​o​​cargo​​que​​ocupan,​​ejercen​​alguna​​función​​en​​la​​gestión​​de​​aduanas,​​compras​
​públicas​​o​ ​manejo​​o​​custodia​​de​​fondos​​públicos,​​ello​​según​​lo​​dispuesto​​en​​el​​artículo​​21​
​de la LCCEIFP, que sobre este particular dispone lo siguiente:​


​“Artículo​​21.-​​Funcionarios​​obligados​​a​​declarar​​su​​situación​​patrimonial​​/​
​Deberán​ ​declarar​ ​la​ ​situación​ ​patrimonial,​ ​ante​ ​la​ ​Contraloría​ ​General​ ​de​ ​la​
​República,​ ​según​ ​lo​ ​señalan​ ​la​ ​presente​ ​ley​ ​y​ ​su​ ​reglamento​ ​(...)​ ​los​
​empleados​​de​​las​​aduanas,​​los​​empleados​​que​​tramiten​​licitaciones​​públicas,​
​los​ ​demás​ ​funcionarios​ ​públicos​ ​que​ ​custodien,​ ​administren,​ ​fiscalicen​ ​o​
​recauden​​fondos​​públicos,​​establezcan​​rentas​​o​​ingresos​​en​​favor​​del​​Estado;​
​los​ ​que​ ​aprueben​ ​y​ ​autoricen​ ​erogaciones​ ​con​ ​fondos​ ​públicos,​ ​según​ ​la​
​enumeración​ ​contenida​ ​en​ ​el​ ​reglamento​ ​de​ ​esta​ ​ley,​ ​que​ ​podrá​ ​incluir​
​también​ ​a​ ​empleados​ ​de​ ​sujetos​ ​de​ ​derecho​ ​privado​ ​que​ ​administren,​
​custodien​ ​o​ ​sean​ ​concesionarios​ ​de​ ​fondos,​ ​bienes​ ​y​ ​servicios​ ​públicos,​
​quienes,​ ​en​ ​lo​ ​conducente,​ ​estarán​ ​sometidos​ ​a​ ​las​ ​disposiciones​ ​de​ ​la​
​presente ley y su reglamento. (...)”.​


​Ahora​ ​bien,​ ​para​ ​definir​ ​si​ ​de​ ​conformidad​ ​con​ ​el​ ​párrafo​ ​anterior,​ ​determinado​
​puesto​ ​es​ ​sujeto​ ​de​ ​la​ ​obligación​ ​de​ ​rendir​ ​la​ ​declaración​ ​jurada​ ​de​ ​su​ ​situación​
​patrimonial,​ ​se​ ​debe​ ​de​ ​considerar​ ​lo​ ​regulado​ ​en​ ​el​ ​artículo​ ​56​ ​del​ ​Reglamento​ ​a​ ​la​
​LCCEIFP,​​decreto​​ejecutivo​​n.º​​32333,​​el​​cual​​define​​el​​perfil​​del​​personal​​de​​aduanas;​​del​
​que​ ​participa​ ​del​ ​trámite​ ​de​ ​compras​ ​públicas;​ ​o​ ​aquellos​ ​que​ ​custodian​ ​o​ ​administran​
​fondos públicos, por cuyas funciones se encuentran afectos a la  obligación de declarar.​


​Cabe​ ​destacar​ ​que,​ ​más​ ​allá​ ​de​​la​​denominación​​o​​nomenclatura​​del​​puesto,​​o​​si​
​son​ ​o​ ​no​ ​titulares​ ​subordinados,​ ​la​ ​Administración​ ​debe​ ​considerar​ ​si​ ​el​ ​ejercicio​ ​de​
​ciertas​ ​funciones​​y​​responsabilidades​​asignadas​​implican​​poder​​de​​decisión,​​disposición​
​o​ ​injerencia​ ​directa​ ​en​ ​la​ ​gestión​ ​de​ ​fondos​ ​públicos​ ​o​ ​la​ ​tramitación​ ​de​ ​procesos​ ​de​
​contratación​ ​pública​ ​considerando​ ​las​ ​funciones​ ​descritas​ ​en​​los​​perfiles​​del​​artículo​​56​
​del​​Reglamento​​a​​la​​LCCEIFP;​​es​​decir​​que​​la​​normativa​​se​​enfoca​​en​​las​​funciones​​y​​la​
​potestad​ ​ejercida,​ ​independientemente​ ​de​ ​la​ ​denominación​ ​o​ ​el​ ​nivel​ ​jerárquico​ ​del​
​puesto.​
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​En​ ​razón​ ​de​ ​lo​ ​anterior,​ ​se​ ​debe​ ​examinar​ ​cada​ ​perfil​ ​de​ ​puestos,​ ​de​ ​los​
​funcionarios​​que​​tramitan​​procesos​​de​​compras​​públicas​​o​​manejan​​fondos​​públicos​​y​​que​
​tengan​ ​dentro​ ​de​ ​sus​ ​funciones​ ​cualquiera​ ​de​ ​los​ ​siguientes​ ​procesos​ ​o​ ​competencias,​
​sin​ ​perjuicio​ ​de​ ​las​ ​funciones​ ​que​ ​se​ ​describen​ ​en​ ​los​ ​perfiles​ ​de​ ​aduanas​ ​y​ ​para​
​determinar si ejerce alguna de las siguientes funciones.​


​Deberán​ ​presentar​ ​declaración​ ​jurada​ ​los​ ​funcionarios​ ​que​ ​tramiten​ ​compras​
​públicas, cuando ejecuten alguna de las siguientes funciones:​


​a)​ ​Rendir,​ ​como​ ​una​ ​función​ ​ordinaria,​ ​y​ ​después​ ​de​ ​la​ ​fase​ ​de​ ​recepción​ ​de​ ​las​
​ofertas,​​los​​dictámenes​​o​​informes​​técnicos​​que​​resulten​​necesarios​​para​​emitir​​el​
​acto de adjudicación.​


​b)​ ​Recomendar,​ ​como​ ​una​ ​función​ ​ordinaria,​ ​la​ ​adjudicación​ ​total​ ​o​ ​parcial,​ ​la​
​declaratoria​ ​de​ ​infructuoso​ ​o​ ​desierto​ ​de​ ​un​ ​procedimiento​ ​de​ ​compra​ ​o​ ​su​
​readjudicación.​


​c)​ ​Potestad de tomar el acuerdo de adjudicación o readjudicación.​
​d)​ ​Potestad de declarar desierto o infructuoso un concurso.​
​e)​ ​Potestad de dar la aprobación interna de los contratos de la administración.​
​f)​ ​Potestad de emitir el refrendo contralor.​
​g)​ ​Los​​que​​ejerzan​​labores​​de​​control​​y​​vigilancia,​​en​​la​​fase​​de​​ejecución​​del​​objeto​


​contractual,​​siempre​​y​​cuando​​el​​plazo​​de​​ejecución​​del​​contrato​​sea​​igual​​o​​mayor​
​a seis meses.​


​h)​ ​Potestad​ ​de​ ​emitir​ ​el​ ​acto​ ​administrativo​ ​que​ ​conlleva​ ​la​ ​recepción​ ​definitiva​ ​del​
​bien​ ​o​ ​servicio,​ ​siempre​ ​y​ ​cuando​ ​el​ ​plazo​ ​de​ ​ejecución​ ​del​ ​contrato​ ​sea​ ​igual​​o​
​mayor a seis meses.​


​Según​ ​indica​ ​en​ ​su​ ​consulta​ ​los​​administradores​​de​​contratos​​ejecutan​​funciones​
​como​ ​la​ ​emisión​ ​del​ ​acta​ ​de​ ​recepción​ ​provisional​ ​o​ ​definitiva​ ​y​ ​la​ ​emisión​ ​de​ ​la​
​recomendación​ ​del​ ​acto​ ​final​ ​de​ ​los​ ​procedimientos;​ ​responsabilidades​ ​que​ ​podrían​
​coincidir​​con​​lo​​dispuesto​​en​​los​​incisos​​b)​​y​​h)​​citados​​anteriormente;​​correspondiendo​​a​
​la administración efectuar el análisis correspondiente.​


​En​ ​ese​ ​mismo​ ​sentido,​ ​deberán​ ​presentar​ ​declaración​ ​jurada​​los​​funcionarios​​que​
​manejan fondos públicos, cuando ejecuten alguna de las siguientes funciones:​


​a)​ ​Aquellos​ ​que​ ​ostenten​ ​la​ ​facultad​ ​de​ ​aprobar​ ​procedimientos​ ​relativos​ ​a​ ​la​
​administración financiera.​


​b)​ ​Aquellos​ ​que​ ​ostenten​ ​la​ ​facultad​ ​de​ ​aprobar​ ​ajustes​ ​o​ ​variaciones​
​presupuestarias.​


​c)​ ​Aquellos​ ​que​ ​ostenten​ ​la​ ​potestad​ ​de​ ​decidir,​ ​autorizar​ ​o​ ​aprobar​ ​actos​
​administrativos​ ​que​ ​tengan​ ​como​ ​finalidad​ ​la​ ​concesión,​ ​disposición,​ ​inversión,​
​emisión​​o​​giro,​​recaudación,​​recuperación,​​exoneración​​y​​erogación​​de​​los​​fondos​
​públicos​​sometidos​​al​​ámbito​​de​​sus​​competencias;​​o​​el​​establecimiento​​de​​rentas,​
​ingresos o egresos de la Administración.​
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​d)​ ​Aquellos​ ​que​ ​ostenten​ ​la​ ​potestad​ ​de​ ​aprobar​ ​los​ ​estados​ ​financieros​
​institucionales.​


​e)​ ​Aquellos​​que​​ostenten​​la​​potestad​​de​​aprobar​​procedimientos​​de​​fiscalización​​de​​la​
​Hacienda Pública.​


​f)​ ​Aquellos que ostenten la potestad de emitir actos de control externo.​
​g)​ ​Aquellos que ostenten la potestad de emitir actos de fiscalización superior.​
​h)​ ​Aquellos​ ​que​ ​tengan​ ​la​​potestad​​de​​negociar​​internacionalmente​​tratados​​de​​libre​


​comercio,​ ​acuerdos,​ ​convenios,​ ​empréstitos,​ ​renegociación​ ​de​ ​deuda​ ​externa​ ​o​
​similar. Independientemente si dicha labor supere o no los seis meses.​


​i)​ ​Aquellos​ ​que​ ​tengan​ ​a​ ​su​ ​cargo​ ​el​ ​otorgamiento​ ​de​ ​avales,​ ​permisos​ ​o​
​autorizaciones​ ​a​ ​particulares,​ ​o​ ​fiscalizar​ ​la​ ​ejecución​ ​y​ ​cumplimiento​ ​de​ ​obras​​y​
​servicios.​
​Respecto​ ​a​ ​este​ ​perfil​ ​-manejo​ ​de​ ​fondos​ ​públicos-​ ​es​ ​importante​ ​aclarar​ ​que​


​resulta​ ​de​ ​aplicación​ ​a​ ​aquellos​ ​funcionarios​ ​que​ ​ostenten​ ​de​ ​forma​ ​unipersonal​ ​o​
​colegiada​ ​alguna​ ​de​ ​las​ ​facultades​ ​descritas​ ​cuando​ ​esta​ ​se​ ​ejerza​ ​sin​ ​autorización​ ​o​
​aprobación​​de​​un​​superior​​o​​de​​un​​tercero​​dentro​​de​​la​​misma​​institución​​a​​excepción​​de​
​las funciones indicadas en los incisos g) y h).​


​Es​​decir​​que​​para​​determinar​​si​​un​​funcionario​​se​​encuentra​​sujeto​​a​​la​​obligación​
​de​ ​declarar​ ​o​ ​no,​ ​con​ ​base​ ​en​ ​las​ ​funciones​ ​descritas​ ​en​ ​el​ ​perfil​ ​de​ ​manejo​​de​​fondos​
​públicos​​no​​solamente​​debe​​determinarse​​si​​ejerce​​o​​no​​dicha​​competencia​​sino​​además​
​si ejecuta la misma sin necesidad de autorización o aprobación superior.​


​Así​​por​​ejemplo​​en​​relación​​con​​los​​funcionarios​​que​​tienen​​bajo​​su​​administración​
​y​ ​gestión​ ​cajas​ ​chicas,​ ​ha​ ​sido​ ​criterio​ ​reiterado​ ​del​ ​Órgano​ ​Contralor​ ​que​ ​deberá​
​afectarse​​únicamente​​al​​deber​​de​​declarar​​aquellos​​funcionarios​​que​​conforme​​lo​​dispone​
​el​​artículo​​56​​del​​decreto​​ejecutivo​​antes​​indicado,​​no​​requieren​​de​​una​​aprobación​​de​​un​
​superior al momento de disponer de los fondos asignados​​.​1


​En​ ​conclusión,​ ​en​ ​caso​​de​​tener​​dentro​​de​​sus​​responsabilidades​​la​​ejecución​​de​
​alguna​ ​de​ ​esas​ ​funciones​ ​(o​ ​cualquiera​ ​de​ ​las​ ​otras​ ​descritas​ ​en​ ​el​ ​reglamento),​ ​se​
​encontraría​ ​sujeto​ ​a​ ​la​ ​obligación​ ​de​ ​presentar​ ​la​ ​declaración​ ​jurada​ ​de​ ​bienes​ ​ante​ ​la​
​Contraloría General de la República.​


​Bajo​ ​este​ ​marco​ ​normativo,​ ​la​ ​respuesta​ ​a​ ​sus​ ​interrogantes​ ​debe​ ​derivar​ ​de​ ​la​
​revisión​​de​​cargos,​​funciones​​y​​potestades​​que​​ejerce​​el​​personal,​​lo​​cual​​es​​resorte​​de​​la​
​propia​ ​Administración,​ ​justificando​ ​la​ ​inclusión​ ​o​ ​su​ ​exclusión​ ​dentro​ ​de​ ​la​ ​lista​ ​de​
​declarantes,​ ​con​ ​base​ ​en​ ​un​ ​análisis​ ​técnico,​ ​en​ ​estricto​ ​apego​ ​a​ ​lo​ ​regulado​ ​en​ ​la​
​normativa vigente.​


​1​ ​Contraloría​​General​​de​​la​​República,​​oficio​​n.º​​12271​​(FOE-DDJ-1819)​​del​​19​​de​​noviembre​
​de 2018.​
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​IV.​ ​CONCLUSIONES​


​1)​ ​La​ ​declaración​ ​jurada​ ​es​ ​una​ ​herramienta​ ​preventiva​ ​para​ ​la​ ​identificación​ ​de​
​conflictos​​de​​interés,​​del​​enriquecimiento​​ilícito,​​y​​otras​​conductas​​relevantes​​para​
​la lucha contra la corrupción.​


​2)​ ​De​ ​conformidad​ ​con​ ​el​ ​marco​ ​jurídico​ ​vigente,​ ​es​ ​función​ ​de​ ​la​ ​Unidad​ ​de​
​Recursos​ ​Humanos​ ​de​ ​cada​ ​institución,​ ​realizar​ ​los​ ​estudios​ ​y​ ​valoraciones​
​específicas​​para​​identificar​​si​​el​​cargo​​que​​ocupa​​un​​funcionario​​está​​afecto​​o​​no​​a​
​la obligación de presentar declaración jurada de bienes.​


​3)​ ​La​​Unidad​​de​​Recursos​​Humanos​​debe​​determinar​​si​​un​​funcionario​​está​​sujeto​​a​
​la​​obligación​​de​​declarar.​​Para​​ello,​​debe​​analizar​​no​​solo​​el​​cargo,​​sino​​también​​el​
​nivel​ ​de​ ​responsabilidad​ ​y​ ​las​ ​funciones​ ​específicas​ ​que​ ​ejerce.​ ​Dicho​ ​análisis​
​debe​​realizarse​​con​​base​​en​​los​​perfiles​​y​​potestades​​descritos​​en​​el​​artículo​​21​​de​
​la​ ​LCCEIFP​ ​y​ ​el​ ​artículo​ ​56​ ​de​ ​su​ ​Reglamento,​ ​para​ ​los​ ​procesos​ ​de​ ​aduanas,​
​compras públicas o manejo de fondos públicos.​


​En razón de lo expuesto, se da por atendida su gestión.​


​Atentamente,​


​Félix Vásquez Ortiz​
​Asistente Técnico​


​Fernanda Madrigal Salas​
​Fiscalizadora​


​Rafael Picado López​
​Gerente de Área​
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